
REQUISITO DE INMEDIATEZ/ Improcedencia de la tutela por tardanza injustificada en su presentación 

“(…) teniendo en cuenta la fecha en la que finalmente se inadmitió el recurso de apelación que el interesado interpuso contra la pluricitada resolución, que data del mes de junio del año 2015 (…) y la de promoción de este trámite (enero de 2016), transcurrieron alrededor de 8 meses, con lo que salta a la vista de que el demandante, pasó por alto el citado requisito.” 

“(…) solo se admiten excepciones a esta regla cuando se está frente a un sujeto de especial protección, lo que no se da en el caso presente; o cuando se justifica razonadamente la tardanza, lo que tampoco ocurre, pues más allá de lanzar una serie de críticas a la posición adoptada por la funcionaria demandada, ninguna justificación se dio en torno al retraso que se pone de presente, lo que indica que se pudo haber acudido con mayor prontitud ante el juez de tutela, en pos de lograr la preservación de los derechos que dice afectados. Como no lo hizo, no puede convertirse esta acción en el remedio esperado.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-118 de 2015.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, marzo dieciocho de dos mil dieciséis
Expediente 66682-31-03-001-2016-00013-01
Acta N° 131 de marzo 18 de 2016
Procede la Sala a decidir la impugnación contra la sentencia dictada el 1 de febrero del presente año por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, interpuesta por Francisco Javier Jaramillo Vélez, en esta acción de tutela que promovió frente al Juzgado Primero Civil Municipal de esa misma localidad, a la que fue vinculada Alexandra Álvarez Alzate. 
ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección de los derechos fundamentales de defensa y debido proceso, Francisco Javier Jaramillo Vélez, actuando en su propio nombre, presentó esta demanda contra el Juzgado Primero Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal.
Relató que en el citado despacho judicial presentó demanda para promover proceso ejecutivo de mínima cuantía en contra de Alexandra Álvarez Alzate, radicado al número 211 de 2013; el asunto se tramitó conforme a las formalidades legales, pero al momento de resolverse, en forma favorable, el incidente de levantamiento de secuestro del vehículo de placas CBF 076, se profirió la Resolución #001 de febrero 20 de 2015 que contempla una violación del derecho al debido proceso, acorde con lo que sobre el particular ha expresado la Corte Constitucional, por defecto fáctico y error inducido; “la entrega del vehículo por el incidentado fue ignorada por el despacho. Y fuera de eso mal interpretada ya que el señor Jaramillo Vélez NUNCA FUE SECUESTRE”, por el contrario, dio oportuno aviso al Juzgado sobre la tenencia del vehículo y colaboró hasta la saciedad con la justicia; agregó que “…entre ires y venires el vehículo es entregado según oficio #542 de Septiembre 1 de 2014 al señor Mario Pineda, por orden del Juzgado Primero Civil Municipal. Y cumpliendo lo ordenado”, lo que hizo en calidad de tenedor de buena fe.
Señaló que como se trata de un proceso de única instancia, carece de apelación la citada resolución, con la que estuvo en desacuerdo por proceder de una vía de hecho; que no existe en el plenario un documento que demuestre su mala fe, engaño o mentira y las decisiones de los jueces deben tener un fundamento probatorio y jurídico; adujo que la afirmación del juzgado acerca de que hubo trabas de su parte, es irrelevante, pues sería como admitir que no se cumplió, cuando sí se hizo, pues el vehículo fue entregado cuando quiso recibirlo el señor Jorge Mario Pineda; y que al quedar desprovisto de un mecanismo de defensa, la alternativa era acudir al amparo deprecado, porque de no hacerlo se le ocasionaría un perjuicio irremediable inmediato.
Reclamó, en consecuencia, la protección de los derechos invocados y que en el evento de que la sentencia fuera favorable a sus pretensiones “deberá contener lo siguiente: Solicitar al Juzgado Primero Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal suspender provisionalmente la medida decretada en la resolución #001 de febrero 20 de 2015, mientras se resuelve la acción de tutela.”
Con el libelo no aportó anexo alguno.

Se dio impulso a la acción, se dispuso vincular a Alexandra Álvarez Alzate, a la vez que se ordenó la práctica de una inspección judicial al proceso del que da cuenta la acción de tutela y se dispuso como medida provisional, la suspensión del mismo. 
La secretaría del Juzgado procedió a la remisión del expediente, sin pronunciamiento de parte de la titular, como tampoco lo hubo de parte de la vinculada. En la inspección judicial se ordenó tomar copias de algunas piezas procesales, entre ellas, las atañederas a la imposición de multa de 2 SMLMV, a cargo de Francisco Javier Jaramillo Vélez en los términos del artículo 39 del C. de Procedimiento Civil., mediante Resolución 001 del 20 de febrero de 2015, la que no se repuso, previa solicitud en tal sentido (Resolución Nro. 007 de abril 29 de 2015 –f. 108 a 109, c. de pruebas), y sobre la que fue declarado inadmisible el recurso de apelación propuesto, según proveído del 16 de junio siguiente (f. 115 y 116, c. de pruebas).
Sobrevino la decisión de primer grado que dispuso “negar por improcedente” la acción propuesta, como quiera que, ante la dilación del demandante  en relación con la entrega del vehículo aprisionado en el proceso ejecutivo, pese a los múltiples requerimientos que se le hicieron sobre el particular, ninguna vulneración halló con la expedición de la resolución de la que se duele el actor, máxime cuando contó con las garantías del derecho de defensa y de contradicción; además, no se cumplió con el requisito de la inmediatez, teniendo en cuenta el considerable lapso transcurrido entre la última decisión adoptada dentro del caso, (16 de junio de 2015) y la de la promoción del libelo, sin que pusiera de presente una causa que justificara dicha tardanza.

Esa resolución dejó inconforme al accionante, que la impugnó y, en resumen, dijo que quedó “demostrado que la traba no existe”, y que hay una evidente vía de hecho; dio cuenta de algunas actuaciones relacionadas con la entrega del vehículo que tilda de irregulares y arbitrarias, y ello descarta el cumplimiento del requisito de inmediatez.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela fue concebida como un mecanismo ágil y expedito, que le permite a toda persona reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que ellos resulten violados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

    


 
En uso de ella, Francisco Javier Jaramillo Vélez acudió en procura del amparo de los derechos fundamentales a la defensa y al debido proceso, que halló lesionados por parte del Juzgado Primero Civil Municipal de Santa Rosa, con motivo de la sanción pecuniaria que le impuso por medio de la Resolución No. 001 del 20 de febrero de 2015, decisión que se mantuvo con la Resolución No. 007 del 29 de abril siguiente, cuya apelación fue descartada mediante providencia del 16 de junio de 2015; decisiones adoptadas dentro del proceso ejecutivo que inició en ese despacho judicial contra Alexandra Álvarez Alzate, que para él no se ajustaron a la realidad probatoria que enseñaba el asunto.
El Juzgado de primer grado, “negó por improcedente la acción”, al no hallar, en la resolución que se reprocha desviación alguna al debido proceso o derecho de defensa y, además, por el incumplimiento del requisito de inmediatez para la presentación del libelo.
La Sala estima que atendiendo efectivamente el principio de inmediatez, como exigencia relevante para la viabilidad de una acción de esta estirpe, esa sola circunstancia era suficiente para la declaratoria de improcedencia de la demanda. Así es, porque, teniendo en cuenta la fecha en la que finalmente se inadmitió el recurso de apelación que el interesado interpuso contra la pluricitada resolución, que data del mes de junio del año 2015 (f. 115 y 116, c. de pruebas), y la de promoción de este trámite (enero de 2016), transcurrieron alrededor de 8 meses, con lo que salta a la vista de que el demandante, pasó por alto el citado requisito. 
 De vieja data, la misma Corte Constitucional ha enseñado que si bien el reclamo constitucional no tiene previsto un término de caducidad o de prescripción, por su naturaleza misma, es decir, por envolver la necesidad de una protección inmediata, por la presencia de una agresión inminente de un derecho, con esa misma prontitud, o al menos en un tiempo prudencial, debe procurarse la protección que esta especial vía ofrece. 

Y solo se admiten excepciones a esta regla cuando se está frente a un sujeto de especial protección, lo que no se da en el caso presente; o cuando se justifica razonadamente la tardanza, lo que tampoco ocurre, pues más allá de lanzar una serie de críticas a la posición adoptada por la funcionaria demandada, ninguna justificación se dio en torno al retraso que se pone de presente, lo que indica que se pudo haber acudido con mayor prontitud ante el juez de tutela, en pos de lograr la preservación de los derechos que dice afectados. Como no lo hizo, no puede convertirse esta acción en el remedio esperado.

En la sentencia T-118 de 2015, en la que se trae a cuento pronunciamientos anteriores, reiteró la alta Corporación que: 

    


“…Este Tribunal ha definido el principio de inmediatez como una de las características esenciales de la acción de tutela, debido a que este recurso es un mecanismo de aplicación urgente, para la protección de los derechos amenazados o vulnerados... 

 
  


19. En particular, en la Sentencia T-282 de 2011… la Corte estableció que en todos los casos, la acción de tutela debe interponerse dentro de un término oportuno, justo y razonable, el cual deberá ser evaluado por el juez de tutela en cada caso concreto.
 
 


20. Adicionalmente, esta Corporación, en Sentencia T-737 de 2013, afirmó que la exigencia de presentar la acción de tutela en un término razonable se debe a la necesidad de (i) proteger derechos de terceros que pueden verse vulnerados con la presentación de la tutela; (ii) impedir que este mecanismo constitucional se convierta en fuente de inseguridad jurídica y (iii) evitar el uso del amparo como herramienta supletiva de la propia negligencia en la agencia de los derechos.
 
 


21. Ahora bien, esta Corporación ha establecido unos criterios para que el juez constitucional pueda determinar si la acción fue presentada dentro de un plazo razonable a pesar del transcurso del tiempo, estos son:
 
(i) Que existan razones válidas para justificar la inactividad de los accionantes. Pueden ser situaciones de fuerza mayor, caso fortuito y en general la incapacidad del accionante para ejercer la acción en un tiempo razonable…
 
 (ii)      Que la amenaza o la vulneración permanezca en el tiempo, a pesar de que el hecho que la originó sea antiguo…
 
 (iii)      Que la carga de la interposición de la acción de tutela en un plazo razonable, no resulte desproporcionada por una situación de debilidad manifiesta del el accionante, por ejemplo, en casos de interdicción, minoría de edad, abandono, o incapacidad física…”
   



De otro lado, como de la acción se desprende su intención de serlo también como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable (f. 5, c, 1), basta decir que este se caracteriza por ser inminente y grave, de manera que las medidas que se deban adoptar por vía de tutela sean impostergables para restablecer el derecho, como en múltiples ocasiones lo ha sostenido la jurisprudencia constitucional
, condiciones todas que el actor debe acreditar.  Mas, en este caso, ninguna de las circunstancias que podrían dar lugar a ello, está demostrada; no basta con hacer una simple mención de ello,  sin que de por medio, existan verdaderos elementos que permitan deducir razonadamente, la necesidad de que el juez constitucional intervenga para remediarlas. 
  



Trasunto del cual viene que la acción impetrada por Francisco Javier Jaramillo Vélez, se tornaba improcedente, por falta de ese requisito esencial, y con ello quedaba descartado algún análisis adicional. No obstante, como el Juzgado, en todo caso hizo alusión a él y adujo la improcedencia de la acción, se confirmará la sentencia de primer grado, acorde con las razones expuestas y con la precisión en el sentido de que no debe negarse lo que es improcedente, sino, simplemente, declararlo de esta última manera. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA, siguiendo las razones aquí expuestas, la sentencia proferida el 1 de febrero del presente año, por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en esta acción de tutela promovida por Francisco Javier Jaramillo Vélez, contra el Juzgado Primero Civil Municipal de esa misma localidad, a la que fue vinculada Alexandra Álvarez Alzate, con la modificación de declararla exclusivamente IMPROCEDENTE.
Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS   

    DUBERNEY GRISALES HERRERA    
  







         Con permiso                     

� Tómese como ejemplo la sentencia T-287/08
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